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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA LENIA BATRES GUADARRAMA EN LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 49/2026

El Poder Ejecutivo Federal promovió controversia constitucional contra los poderes Ejecutivo y Legislativo de Michoacán de Ocampo, en el que solicita la invalidez de los artículos 25, fracción XIII, incisos A y B y 29, fracción X, inciso G, de la Ley de Ingresos del Municipio de Juárez, Michoacán, para el Ejercicio Fiscal del Año 2026, publicada en el Periódico Oficial local el 10 de diciembre de 2025, que establecen el cobro por la expedición de licencias para la construcción e instalación de estructuras o antenas de sistemas de telecomunicación, así como para uso de suelo para la instalación de antenas y sistemas de telecomunicaciones. 

La razón de la mayoría para sostener la invalidez fue que, debe distinguirse entre una licencia de construcción ordinaria, aplicable de manera general a cualquier obra civil, y una autorización diseñada específicamente para infraestructura de telecomunicaciones, porque cuando la norma se refiere expresamente a infraestructura de telecomunicaciones, deja de operar como una regulación urbanística general y pasa a incidir en el despliegue de redes e infraestructura de un servicio público de interés general cuya rectoría constitucional corresponde a la Federación.

En este sentido, se estableció que las disposiciones impugnadas introducen una regulación local paralela en materia de telecomunicaciones, pues permiten que el despliegue de infraestructura del sector quede sujeto al pago de derechos específicos, lo cual distorsiona la uniformidad del régimen constitucional y legal aplicable, genera cargas locales diferenciadas y permite que la infraestructura de telecomunicaciones quede condicionada por autoridades distintas a las federales, lo que configura una invasión a la competencia federal.  

Razones de la emisión del voto

Si bien en esencia compartí el sentido de la resolución, emito el presente voto concurrente para realizar las siguientes precisiones:
Considero que la competencia constitucional de los municipios para expedir licencias de construcción o de uso de suelo sí puede ejercerse respecto de edificaciones destinadas a materias de competencia exclusiva de la Federación, porque, en esos casos, la autorización municipal recae únicamente sobre la construcción o el uso de suelo, y no sobre la materia federal de que se trate.
El artículo 115, fracción V, incisos a, d, e y f,[footnoteRef:2] de la CPEUM reconoce expresamente que los municipios tienen competencia para formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal; para autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo; para intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana, así como para otorgar licencias y permisos para construcciones. Por tanto, cuando una persona pretende construir cualquier obra civil asociada a una red de telecomunicaciones, el municipio puede verificar que la obra cumpla con las normas urbanísticas, de seguridad estructural, alineamiento, imagen urbana y uso de suelo aplicables. [2:  Artículo 115. (…)
V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para:
a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, así como los planes en materia de movilidad y seguridad vial;
(…)
d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales;
e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana;
f) Otorgar licencias y permisos para construcciones;] 

La diferencia radica en el objeto de la autorización. Mientras la autorización federal para la operación de servicios de telecomunicaciones supone verificar aspectos técnicos de esa materia, una licencia de uso de suelo o de construcción únicamente examina aspectos urbanísticos, de construcción de la obra civil, del uso de suelo y del ordenamiento territorial, materias que sí corresponde a los municipios.
En esos términos, una auténtica interpretación sistemática de la CPEUM nos obliga a garantizar el ejercicio de las competencias que ésta concede tanto a la Federación como a los municipios; es decir, no puede asumirse que las competencias constitucionales de los municipios deben ceder frente a las competencias exclusivas de la Federación.
En síntesis, el problema constitucional no radica en determinar si el municipio está facultado para autorizar el uso de suelo o establecer una licencia de construcción específica en materia de infraestructura telecomunicaciones, sino en los alcances que tiene dicha autorización municipal, que debe recaer únicamente sobre los aspectos asociados al ordenamiento territorial, el desarrollo urbano y la utilización del suelo.
No obstante, aunque no comparto las consideraciones que sustentan el proyecto, coincido en que se debe declarar la invalidez de la norma impugnada, porque vulnera el principio de seguridad jurídica. 
En primer lugar, la ambigüedad de su redacción puede llegar a suponer que basta con la autorización que se obtenga del Municipio para que se pueda construir o instalar infraestructura en materia de telecomunicaciones, prescindiendo de la autorización o permiso correspondiente de la Federación.
En ese sentido, la norma impugnada, sólo podría ser válida siempre que, para otorgar el permiso de construcción o instalación de infraestructura de telecomunicaciones, en la legislación local se exigiera como requisito la presentación de la autorización previa otorgada por la Federación, esto con el propósito de que el Municipio pueda otorgar el permiso correspondiente únicamente como un trámite accesorio y sujeto a la autorización federal respectiva.
En segundo lugar, la redacción de la norma impugnada es sobreinclusiva, porque, al no delimitar con claridad a qué supuestos aplica, termina por abarcar hipótesis en las que la actividad municipal no se encuentra justificada.
Por su redacción se puede entender que no sólo exige el pago del derecho tratándose de la realización de una obra civil —supuesto en el que el Municipio sí tendría competencia constitucional—, sino que incluye también la colocación de antenas (instalación), incluso cuando no es necesario realizar ninguna obra, siendo que, en este supuesto, el Municipio no tendría ninguna competencia.
En otras palabras, cuando la colocación o instalación de antenas, mástiles, torres, ductos, postes, cableado, fibra óptica, redes o instalaciones similares no implica la construcción de alguna obra civil, el municipio no puede condicionar su despliegue y operación a la obtención de una licencia de construcción o autorización de uso de suelo, porque en ese supuesto, basta con la autorización de la Federación en la materia.
En síntesis, coincido en que se debe invalidar la norma impugnada, no porque el municipio carezca de competencia para autorizar el uso de suelo y las construcciones que se erijan en su territorio, sino porque su redacción vulnera el principio de seguridad jurídica, pues le permite interferir en una materia cuya competencia es exclusiva de la Federación.

______________________________________________
(Este voto se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL])
MINISTRA LENIA BATRES GUADARRAMA



Esta hoja corresponde al voto concurrente emitido en la controversia constitucional 49/2026, fallada en sesión de veintiocho de septiembre de dos mil veintiséis. CONSTE.
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